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Resolución

 
Número: 
 

 
Referencia: EX-2020-44270920--APN-DNAIP#AAIP - Reclamo Vásquez contra Administración Nacional de 
Seguridad Social

 

VISTO el EX-2020-44270920--APN-DNAIP#AAIP, las Leyes N° 27.275 y N° 25.326, el Decreto N° 206 del 27 
de marzo de 2017, y las Resoluciones AAIP N° 5-E del 2 de febrero de 2018, Nº 48 del 26 de julio de 2018 y la 
Resolución N° 70 del 14 de abril de 2020,

CONSIDERANDO:

Que por las actuaciones de referencia tramita un reclamo por presunto incumplimiento de la Ley N° 27.275, 
interpuesto por la Sra. Patricia Vásquez contra la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE SEGURIDAD SOCIAL 
(ANSES).

Que la Ley Nº 27.275 tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública (artículo 1°).

Que por el artículo 19 de la referida ley se creó la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
como ente autárquico con autonomía funcional en el ámbito dela JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS 
-PODER EJECUTIVO DE LA NACIÓN-, con el objeto de velar por el cumplimiento de los principios y 
procedimientos establecidos en la Ley N° 27.275, garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública, promover medidas de transparencia activa y actuar como Autoridad de Aplicación de la Ley 
de Protección de Datos Personales N° 25.326.

Que el 22 de mayo la Sra. Vásquez presentó una solicitud de información a la ANSES por la que requirió “…la 
cantidad de beneficios, asignaciones, IFE, jubilaciones y cualquier otro que haya sido otorgado y/o pagado en 
los últimos 5 años a ciudadanos extranjeros, y en su caso, con mención expresa de nacionalidad, domicilio legal 
y edad de los beneficiarios. Asimismo, se informe quienes han sido o son los funcionarios que pudieron otorgar 
los beneficios descriptos, con mención de sus nombres completos y cargo que desempeñen. Se requiere también, 
se indique si existen actuaciones mediante las cuales se hayan tramitado los mismos, y en particular si la ANSES 
cuenta con alguna iniciativa de control sobre ellos y de qué tipo. Por último, le solicito en igual sentido y mismos 
términos, se brinde el detalle preciso del importe total de dinero que se haya desviado mediante estas 



vergonzosas erogaciones durante los últimos 5 años…” (sic) que tramitó por EX-2020-33647490- -APN-
DNAIP#AAIP.

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE DISEÑO DE NORMAS Y PROCESOS emitió la PV-2020-43344224-
ANSES-DGDNYP#ANSES del 7 de julio como respuesta a la solicitud, por la que indicó que “La información 
que se le requiere a esta Dirección General, está enmarcada en el Régimen de Asignaciones Familiares, 
instituido por la Ley Nº 24.714, sus normas complementarias y modificatorias; la Ley Nº 24.241, sus normas 
complementarias y modificatorias; la prestación del Ingreso Familiar de Emergencia, instituido por el Decreto 
310/2020 y; en específico, sobre los datos involucrados en diversas bases de este Organismo, como así también 
de otros organismos públicos. Tal es así que, en la determinación de acceso a tales prestaciones, se requiere la 
interacción dinámica con las siguientes bases de datos: • Sistema de Cobertura Universal de Niñez y 
Adolescencia (CUNA). • Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA). • Administrador de Personas (ADP). • 
Registro Único de Beneficiarios (RUB). • Percepción de Programas Sociales. • Evaluación Socioeconómica 
realizada por AFIP. • Grupo Familiar registrado en ADP y en las bases de Obras Sociales (Activos OSC1 y 
Pasivos EDA1)”.

Que a su vez indicó que “tales bases son conformadas en forma dinámica a partir de lo que se denomina 
“Novedades Vigentes”, registradas en distintas bases de datos dentro de un período determinado”.

Que por último respondió que “Si bien, esta Dirección General, a través de sus Áreas, ostenta el carácter de 
administradora de tales bases de datos, luego de analizar la información solicitada por la Dra. Vazquez, a la luz 
de lo dispuesto por la Ley N° 27.275 y su Decreto Reglamentario N° 206/2017, se advierte que se verifica en la 
especie la excepción al deber de información prevista en el art. 5° de la Ley N° 27.275. En cuanto este, establece 
que la información debe ser brindada en el estado en el que se encuentre al momento de efectuarse la solicitud, 
no estando obligado el sujeto requerido a procesarla o clasificarla. El pedido realizado por la requirente, tal 
como fuere manifestado anteriormente, sólo es factible realizarlo a partir de la búsqueda, tratamiento y 
clasificación de los registros inmersos en distintas bases de datos, en contradicción con lo que expresamente 
dispone la ley; razón por la cual los datos solicitados no pueden ser aportados por esta ANSES”.

Que por disconformidad con la respuesta, el 12 de julio la señora Vásquez presentó ante esta AGENCIA un 
reclamo por incumplimiento en los términos de los artículos 14 y 15 de la Ley N° 27.275, fundado en que la 
respuesta dada por la ANSES “Pretende la misma justificarse en una ¨supuesta excepción¨ del art. 5 de la misma 
norma cuando en realidad las únicas excepciones previstas se encuentran detalladas en el art. 8 de la ley 27275
”, que dio origen a las actuaciones de referencia.

Que en cumplimiento de la Resolución AAIP N° 4-E del 2 de febrero de 2018, esta AGENCIA solicitó a la 
ANSES mediante NO-2020-44512484-APN-DPIP#AAIP la remisión de los antecedentes del caso y toda otra 
documentación y/o información que se considerase relevante para su resolución.

Que cumplido el plazo para responder, no hubo respuesta por parte del organismo, en consecuencia corresponde 
proceder sin más a la resolución del caso.

Que en primer lugar, si se toma como una excepción al artículo 5° como aduce el organismo, y es considerada 
como una denegatoria en los términos del artículo 13, ésta solo cumple parcialmente con los requisitos formales, 
respecto a quien firmó la denegatoria pero no así en la fundamentación.

Que en lo que respecta a ésta última, debe tenerse presente que la solicitud de la Sra. Vásquez versó sobre una 
serie de puntos: cantidad de beneficiarios de IFE, jubilaciones y otras asignaciones, desagregadas por 



nacionalidad y otros ítems, pero también requirió datos sobre los funcionarios que aprobaron los beneficios y el 
importe erogado por las asignaciones, todo ello por el período de los últimos 5 años.

Que el organismo en realidad no hizo referencia a ninguno de los puntos en particular y sólo contestó en general 
sobre la complejidad que implicaría realizar los cruces que se solicitaran.

Que en instancia de la solicitud no se adoptaron medidas basadas en los principios de la Ley de Acceso a la 
Información Pública, y no se consideraron opciones alternativas como por ejemplo ponerse en contacto con la 
solicitante para ver qué datos sí podrían procesarse/darse, acotar el período de tiempo, el tiempo de datos 
desagregados, los procesos de aprobación de las asignaciones, presupuesto, etc.

Que por ejemplo, el bono IFE, fue creado recientemente y uno de los requisitos es “Ser ciudadano argentino 
nativo, por opción o naturalizado, residente en el país, o extranjero con residencia legal en la República Argentina 
no inferior a dos años anteriores a la solicitud”, con lo cual podría deducirse que es un dato que podría extraerse, 
tanto por el dato requerido como para la extensión en el tiempo que tiene de vigencia (Boletín IFE I-2020: 
Caracterización de la población beneficiaria, 
http://observatorio.anses.gob.ar/archivos/documentos/Boletin%20IFE%20I-2020.pdf.

Que a su vez, en el Boletín IFE I como en el Informe dado por el Jefe de Gabinete ante el CONGRESO DE LA 
NACIÓN se han brindado datos sobre los montos erogados en razón de la IFE, AUH, ATP, y otros beneficios 
(https://www.argentina.gob.ar/jefatura/informes-al-congreso).

Que entonces el organismo debería haber analizado la solicitud por partes y responder en consecuencia y no lo 
hizo.

Que a su vez debería haber tenido presente la información que ya tenía producida para, al menos, responder de 
manera parcial a la solicitud (Resolución AAIP N°100/2019).

Que esta AGENCIA ya ha ratificado en sus resoluciones lo previsto en la norma, en tanto que una respuesta 
incompleta, ambigua o inexacta equivale a una denegatoria injustificada (Resoluciones AAIP Nros. 29/2018, 
101/2018, 153/2018, 6/2019).

Que inclusive los organismos deben tener en cuenta que el interés público comprometido en determinada 
información puede justificar su divulgación incluso cuando fuera de aplicación alguna de las excepciones 
previstas por ley (Resoluciones AAIP Nros. 6/2019, 72/2019, 95/2020).

Que la carga de probar una excepción, imposibilidad o denegatoria corresponde al sujeto obligado, y esta no se 
cumple con meras afirmaciones genéricas e imprecisas (Resoluciones AAIP Nros. 4/2018, 8/2020, 50/2020).

Que no surge entonces que la ANSES haya actuado de acuerdo a los principios y obligaciones previstos en la Ley 
N° 27.275, sus normas reglamentarias y criterios generales y particulares emitidos por esta AGENCIA.

Que corresponde entonces intimar al sujeto obligado a responder la solicitud de información realizada porla Sra. 
Vázquez, ya sea realizando los cruces y dando los datos como los pide, o entregando las bases a fin de que ella 
misma realice los cruces para obtener la información solicitada.

Que en virtud de esto último y ante la posibilidad de que exista afectación a datos personales y dado que esta 
AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA es también autoridad de aplicación de la Ley Nº 



25.326 de Protección de Datos Personales, y en cumplimiento de la Resolución AAIP N° 5 del 2 de febrero de 
2018 se dio intervención a la DIRECCIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
(DNPDP) a fin de que determine si hay afectación a datos personales.

Que la DNPDP a través del IF-2020-51871260-APN-DNPDP#AAIP de 7 de agosto, dijo que “si bien la ANSES 
no denegó la solicitud de información con sustento en la excepción prevista en el inciso (i) del art. 8 de la Ley N° 
27.275, el pedido de información formulado por la Requirente podría involucrar la cesión de datos personales. 
Por ello, conforme a lo dispuesto por la Resolución AAIP N° 5/2018, se ha dado intervención a esta Dirección 
Nacional de Protección de Datos Personales (en adelante, la “Dirección Nacional” o “DNPDP”) a fin que se 
expida en el marco de sus competencias respecto de si se encuentran involucrados datos personales y, en su caso, 
sobre las condiciones para que su cesión al Requirente sea lícita...”.

Que dijo que “incluso si el nombre y el documento de los beneficiarios no se entregara a la Requirente, la Ley N° 
25.326 sería aplicable a la entrega de la información objeto de análisis, ya que través del resto de las categorías 
de datos solicitadas (edad, nacionalidad, domicilio legal y beneficio recibido) el titular del dato pudiese ser 
identificado...”.

Que “...respecto al nombre y cargo de los funcionarios o empleados públicos que hayan aprobado la erogación 
de fondos públicos para otorgar los beneficios en cuestión, esta DNPDP entiende que dicha información debe ser 
entregada a la Requirente. Al encontrarse vinculada al ejercicio de las funciones de esos funcionarios o 
empleados, la expectativa de privacidad sobre dicha información es menor al interés público que existe en 
conocer si los beneficios estatales fueron correctamente otorgados”.

Que “no toda las categorías de datos relativas a los beneficiarios de subsidios Estatales solicitadas por la 
Requirente son necesarias para que la ciudadanía pueda realizar el control sobre la erogación de los fondos 
públicos involucrados. Entregar a la Requirente información relativa a la edad de los beneficiarios podría ser 
importante para ver si un beneficio estatal –como por ejemplo, el monto percibido por una persona como haber 
jubilatorio- se encuentra otorgado correctamente. De un modo más general, y teniendo en cuenta que la 
Requirente solicita información sobre personas de nacionalidad extranjera, la Provincia en la que reside un 
beneficiario de un subsidio si puede ser relevante a efectos de determinar, por ejemplo, si una persona que se 
encuentra cobrando un subsidio otorgado por el Estado Argentino, efectivamente reside en el país. Por el 
contrario, esta DNPDP entiende que conocer exactamente de qué nacionalidad es una persona que recibió un 
subsidio Estatal, o conocer o su domicilio exacto, no resulta necesario a los efectos de controlar la erogación de 
fondos públicos”.

Que finalmente la DNPDP concluyó que “por un lado, que es compatible con la Ley Nº 25.326 la cesión de la 
siguiente información solicitada por la Requirente: (i) nombre y cargo de los funcionarios o empleados públicos 
que tomaron decisiones o emitieron informes en el marco de los expedientes por los que tramitaron el 
otorgamiento de los beneficios Estatales en cuestión; (ii) identidad de las personas extranjeras que recibieron un 
subsidio estatal, nombre del subsidio que recibieron, edad y provincia en la que residen. Por el contrario, la 
nacionalidad y domicilio exacto de esas personas no debería ser cedida a la Requirente”.

Que hay que recordar que la solicitante requirió números agregados y no los listados nominales, con los cual la 
última valoración realizada por la DNPDP no sería de aplicación, ya que el dato de nombre y nacionalidad no 
irían asociados, ello en el caso de que la ANSES procese la información.

Que ahora bien, si la ANSES decide entregar las bases a la solicitante para que haga los cruces sobre 



beneficiarios, nacionalidad, edad, etc, deberá garantizar las previsiones realizadas por la DNPDP y las 
obligaciones de la Ley N° 25.326

Que sin embargo, estas últimas dos valoraciones no aplican respecto a los funcionarios que aprobaron las 
asignaciones y al presupuesto que fue erogado como consecuencia de las asignaciones y beneficios, que deberá 
ser entregado por el organismo.

Que en consecuencia, corresponde intimar al sujeto obligado a entregar la información que le fuera 
oportunamente requerida, y, de ser necesario, utilice técnicas de disociación en caso de haber afectación según lo 
dispuesto por la Ley N° 25.326, no pudiendo en esta etapa oponer otras excepciones por encontrarse vencido el 
plazo establecido en el artículo 11 de la Ley Nº 27.275.

Que se deja constancia que el trámite de las presentes actuaciones ha sido exceptuado de la suspensión de los 
plazos administrativos establecida por el Decreto N° 298/20, prorrogada por los Decretos N° 327/20 y Nº 372/20, 
de conformidad con lo resuelto por el artículo 1° de la Resolución AAIP N° 70 del 14 de abril de 2020.

Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, la DIRECCIÓN 
NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES y la COORDINACIÓN DE ASUNTOS 
JURÍDICOS de la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, tomaron la intervención que les 
compete.

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por los artículos 17 y 24 de la Ley N° 27.275, y 
complementarios.

Por ello,

EL DIRECTOR DE LA AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA
RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Hácese lugar al reclamo interpuesto por la señora Patricia VASQUEZ contra la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL en lo que refiere a la solicitud de información 
pública presentada.

ARTÍCULO 2º.- Intímase a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL para que en el 
plazo de diez (10) días hábiles ponga a disposición de la interesada la información oportunamente solicitada, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 17, inciso b) de la Ley N° 27.275.

ARTÍCULO 3º.- Notifíquese a esta AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA el 
cumplimiento de lo resuelto en el artículo 2°.

ARTÍCULO 4º.- Comuníquese y, oportunamente, archívese.
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